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E l debate reciente sobre la reforma electoral en Mé-
xico ha vuelto a colocar en el centro de la discu-
sión pública el papel que desempeñan las reglas

electorales en el equilibrio del poder político. El siste-
ma electoral de la Cámara de Diputados constituye uno 
de los pilares del diseño institucional de la democracia 
mexicana. Desde la reforma política de 1977, México 
adoptó un modelo mixto de representación que combina 
mayoría relativa y representación proporcional, con el 
objetivo de equilibrar dos principios fundamentales de 
la representación democrática: la gobernabilidad y el 
pluralismo político.

Este arreglo institucional permitió corregir los efectos 
mayoritarios del sistema electoral del periodo de pre-
dominio del Partido Revolucionario Institucional (PRI), al 
facilitar la incorporación institucional de fuerzas políticas 
opositoras en el Congreso. En términos comparados, la 
introducción de mecanismos proporcionales en sistemas 
originalmente mayoritarios ha sido una estrategia recu-
rrente para ampliar la representación política y fortalecer 
la competencia electoral (Lijphart, 1999; Norris, 2004).
La discusión sobre este equilibrio institucional volvió al 
centro del debate público en México a partir de la inicia-
tiva de reforma electoral impulsada por el Poder Ejecutivo 
federal. La propuesta planteaba modificaciones relevan-
tes al sistema de representación política, particularmente 
en lo que respecta al papel de la representación propor-
cional. La iniciativa fue sometida a votación en el pleno 
de la Cámara de Diputados y no logró la mayoría califi-
cada para modificar la Constitución. Fue respaldada por 
los diputados de Movimiento de Regeneración Nacional 
(Morena) y por una docena de legisladores del Partido 
Verde Ecologista de México (PVEM), pero no obtuvo el 
apoyo del resto de las fuerzas políticas ni de los otros 

legisladores de la coalición gobernante, como el Partido 
del Trabajo (PT).

Este resultado legislativo es trascendente no sólo por el 
contenido de la propuesta, sino también porque refleja 
las tensiones dentro del propio bloque gobernante. 
Aunque Morena respaldó la iniciativa, los desacuerdos 
de sus aliados parlamentarios pusieron de manifiesto 
diversas reservas.

En este contexto, cabe preguntarse si desde el Congreso 
comienza a configurarse un polo de poder con márgenes 
propios dentro de Morena, particularmente alrededor de 
figuras con amplia experiencia en la operación política 
parlamentaria. Durante el sexenio de Andrés Manuel 
López Obrador, políticos como Adán Augusto López Her-
nández y Ricardo Monreal Ávila fueron piezas centrales 
para construir mayorías legislativas y sacar adelante sus 
reformas. Sin embargo, el escenario actual presenta una 
diferencia relevante: López Hernández ya no lidera la 
fracción de Morena y la operación parlamentaria recae en 
actores como Monreal Ávila en la Cámara de Diputados e 
Ignacio Mier Velazco en el Senado. En particular, la posi-
ción de Monreal Ávila resulta políticamente significativa: 
no pertenece al círculo político más cercano de Claudia 
Sheinbaum, pero cuenta con redes propias, experiencia 
política y control sobre dinámicas legislativas que pue-
den resultar decisivas para la aprobación de reformas. Si 
las grandes transformaciones del gobierno dependen, en 
buena medida, de su capacidad para ordenar mayorías 
y administrar acuerdos parlamentarios, Monreal Ávila 
podría convertirse en un intermediario necesario entre 
el Ejecutivo y el Congreso, lo cual fortalece su capital 
político que, dicho sea de paso, no está subordinado al 
grupo presidencial. En ese escenario, el Congreso dejaría 
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de ser sólo una instancia de disciplina partidaria para 
convertirse también en un espacio donde se negocien los 
alcances del proyecto político del oficialismo.

Este episodio ilustra, además, una característica recu-
rrente de las reformas electorales en México: su estrecha 
vinculación con las dinámicas de competencia política. 
En la historia reciente del país, los cambios en las reglas 
electorales han estado asociados con los incentivos estra-
tégicos de los actores políticos y con las condiciones de 
competencia entre partidos. En este sentido, el debate 
actual no puede entenderse únicamente como una discu-
sión técnica sobre el diseño institucional del sistema elec-
toral, sino como una disputa política más amplia acerca 
de la concentración del poder por parte de una fuerza 
partidista del sistema político.

Tras el rechazo legislativo, la presidenta Sheinbaum 
anunció que su gobierno impulsará un nuevo paquete 
de reformas. De acuerdo con declaraciones del coordina-
dor de los diputados de Morena, Monreal Ávila, el Plan B 
podría incluir diversos ajustes institucionales, tales como 
reducción de recursos para congresos locales y ayunta-
mientos, modificaciones en la fecha de la revocación de 
mandato, cambios en el calendario de elección de jueces 
federales, la inclusión de temas electorales dentro de los 
mecanismos de consulta popular y la disminución de los 
salarios de las consejerías y personal del Instituto Nacio-
nal Electoral (INE).

Hasta el momento, no existe un proyecto legislativo for-
mal que permita evaluar con precisión el contenido de 
esta nueva propuesta. La información disponible pro-
viene principalmente de declaraciones públicas realiza-
das en entrevistas y posicionamientos políticos. Por esta 
razón, resulta difícil analizar los alcances de la eventual 
reforma. Lo que sí se ha señalado explícitamente es que 
se trataría de una reforma constitucional, implicando que 
sus posibles efectos podrían tocar distintos aspectos del 
diseño institucional del sistema electoral y del funciona-
miento de las instituciones electorales.

En este escenario de incertidumbre legislativa, el análi-
sis no puede centrarse todavía en un articulado especí-
fico. Sin embargo, la discusión pública que se ha abierto 
permite identificar con claridad el núcleo del debate: 
las reglas que organizan la representación política y 
estructuran la competencia electoral. Incluso cuando el 

contenido definitivo de una reforma aún se desconoce, 
examinar el funcionamiento del sistema electoral vigente 
resulta fundamental para comprender los posibles efec-
tos de cualquier modificación institucional.

De tal manera, el debate reciente vuelve a colocar en el 
centro de la discusión pública una pregunta esencial de la 
ingeniería constitucional: cómo diseñar reglas electora-
les que permitan articular representación, competencia y 
gobernabilidad sin generar incentivos para la concentra-
ción del poder. Como ha señalado Sartori (1994), los sis-
temas electorales no son simples mecanismos técnicos 
para traducir votos en escaños; constituyen instituciones 
que estructuran el sistema de partidos y condicionan el 
funcionamiento de la democracia representativa.

Actualmente, la Cámara de Diputados se integra por 500 
legisladores, de los cuales 300 son electos por mayoría 
relativa en distritos uninominales y 200 mediante repre-
sentación proporcional en cinco circunscripciones regio-
nales. Este diseño combina dos formas de representación 
complementarias: la representación territorial directa de 
los distritos electorales y un mecanismo de corrección 
proporcional que permite reflejar la diversidad de prefe-
rencias políticas del electorado.

Este tipo de arreglos institucionales se conoce en la lite-
ratura comparada como sistemas electorales mixtos. Su 
objetivo es juntar las ventajas de los sistemas mayorita-
rios (que suelen facilitar la formación de mayorías legis-
lativas) con los beneficios de los sistemas proporcionales, 
que tienden a reflejar con mayor precisión la pluralidad 
política del electorado. De esta forma, los sistemas mix-
tos buscan equilibrar dos propósitos que con frecuen-
cia se encuentran en tensión dentro de las democracias 
representativas: la eficacia gubernamental y la represen-
tación política inclusiva.

En la experiencia comparada, los sistemas mixtos han 
sido utilizados en diversas democracias con la finalidad 
de equilibrar representación política y gobernabilidad. Ale-
mania constituye uno de los ejemplos más conocidos de 
este tipo de diseño institucional, donde el sistema elec-
toral combina distritos uninominales con listas proporcio-
nales para garantizar que la distribución final de escaños 
refleje de manera relativamente proporcional el voto 
nacional. Otros países europeos han adoptado arreglos 
similares con variantes institucionales propias. Aunque los 
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contextos históricos y políticos son distintos, estas expe-
riencias muestran que los sistemas mixtos suelen con-
cebirse como mecanismos institucionales destinados a 
conciliar dos objetivos que frecuentemente entran en ten-
sión dentro de las democracias representativas: la eficacia 
gubernamental y la inclusión plural de fuerzas políticas 
(Lijphart, 1999; Taagepera y Shugart, 1989).

En el caso mexicano, la adopción de este modelo res-
pondió a la necesidad de abrir el sistema político a una 
mayor pluralidad. Durante buena parte del siglo XX, el 
predominio de un solo partido se vio reforzado por un 
sistema electoral que producía amplias mayorías legisla-
tivas, incluso con porcentajes de votación relativamente 
moderados. La introducción de la representación propor-
cional buscó corregir esa distorsión y facilitar la incorpo-
ración institucional de las fuerzas opositoras.

Las reformas electorales desempeñaron un papel central 
en este proceso. A diferencia de la iniciativa reciente-
mente discutida, las reformas que marcaron la transición 
democrática mexicana surgieron de amplios procesos 
de negociación entre partidos. La de 1977 abrió el sis-
tema político a la oposición mediante los mecanismos de 
representación proporcional y el reconocimiento institu-
cional de nuevas fuerzas políticas. Posteriormente, las 
reformas de los años noventa (en particular la de 1996) 
consolidaron un marco institucional orientado a garanti-
zar condiciones más equitativas de competencia electo-
ral, fortalecer la autonomía de las autoridades electorales 
y generar mayor confianza en las reglas del juego demo-
crático (Becerra, Salazar y Woldenberg, 2000; Wolden-
berg, 2012).

En México, el sistema electoral también ha funcionado 
históricamente como un mecanismo institucional para 
moderar la concentración del poder presidencial. Durante 
el periodo de hegemonía del PRI, la combinación entre un 
presidencialismo fuerte y un sistema electoral mayorita-
rio produjo mayorías legislativas prácticamente automá-
ticas para el partido gobernante. La introducción gradual 
de mecanismos de representación proporcional permi-
tió diversificar la composición del Congreso y reducir la 
capacidad del Ejecutivo para controlar plenamente el 
Poder Legislativo. De esta manera, el diseño del sistema 
electoral se convirtió en una pieza clave en la construc-
ción de contrapesos institucionales dentro del régimen 
político mexicano (Becerra, Salazar y Woldenberg, 2000).

El sistema electoral mexicano incorpora, además, herra-
mientas diseñadas para evitar la sobrerrepresentación 
excesiva de una fuerza política en el Congreso. La Cons-
titución establece que ningún partido puede contar con 
un porcentaje de curules que exceda en más de ocho 
puntos porcentuales su porcentaje de votación nacional 
efectiva. Dicho límite constituye un instrumento institu-
cional destinado a preservar cierto equilibrio entre repre-
sentación política y gobernabilidad.

Desde una perspectiva institucional, este tipo de límites 
son una herramienta importante para preservar la pro-
porcionalidad básica entre votos y representación parla-
mentaria. En ausencia de mecanismos correctivos, los 
sistemas mayoritarios pueden producir diferencias signi-
ficativas entre el apoyo electoral obtenido por un partido 
y su presencia en el Congreso. La cláusula de sobre-
rrepresentación persigue evitar este tipo de distorsiones 
extremas, pues establece un margen máximo entre la 
votación nacional efectiva y el porcentaje de curules que 
un partido puede ocupar en la Cámara. En este sentido, 
la regla funciona como un instrumento de equilibrio den-
tro del sistema electoral y, al mismo tiempo, mantiene 
los incentivos para la formación de mayorías legislativas 
(Lijphart, 1999; Taagepera y Shugart, 1989).

En la práctica, esta regla ha desempeñado un papel rele-
vante para moderar las distorsiones entre votos y esca-
ños. Durante los procesos electorales federales recientes, 
en particular en las elecciones de 2018, 2021 y 2024, la 
aplicación de la cláusula de sobrerrepresentación ha sido 
objeto de debate en la asignación final de diputaciones 
de representación proporcional. En primera instancia, el 
INE ha realizado la asignación de curules aplicando el 
límite constitucional de sobrerrepresentación a cada par-
tido político de manera individual. Posteriormente, estas 
decisiones han sido impugnadas ante el Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF). La Sala 
Superior ha sostenido que el límite del ocho por ciento 
previsto en el artículo 54 constitucional se aplica a los 
partidos y no a las coaliciones electorales, lo que ha per-
mitido que el bloque oficialista obtenga mayorías legisla-
tivas superiores a su porcentaje agregado de votos. Este 
criterio, reafirmado en la resolución de las impugnaciones 
posteriores a la elección federal de 2024, ha mantenido 
abierto el debate sobre los alcances de la cláusula de 
sobrerrepresentación y su impacto en la proporcionalidad 
del sistema electoral mexicano.
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Los resultados electorales ilustran la importancia de estos 
mecanismos institucionales. En las elecciones federales 
de 2024, Morena obtuvo aproximadamente 43.6% de la 
votación nacional para la Cámara de Diputados. Al consi-
derar el conjunto de los partidos que integraron su coa-
lición electoral (Morena, PT y PVEM), el bloque oficialista 
alcanzó una mayoría legislativa amplia en la Cámara de 
Diputados, con 364 de los 500 escaños, lo que le permitió 
contar con una mayoría calificada cercana a los dos ter-
cios del Congreso.

Las reglas electorales, sin embargo, no sólo determinan 
cómo se distribuyen los escaños en el Congreso, sino 
también influyen en la configuración del sistema de par-
tidos y en las dinámicas de competencia política. Los 
sistemas mayoritarios tienden a favorecer la concentra-
ción partidista, mientras que los sistemas proporcionales 
facilitan la pluralidad política (Duverger, 1954).

En su tipología clásica, Sartori (2005) señaló que un sis-
tema de partido predominante se caracteriza por la exis-
tencia de competencia electoral real, pero con un partido 
que logra mantener de manera reiterada posiciones 
dominantes dentro del sistema político. En estos contex-
tos, las reglas institucionales adquieren una importancia 
particular, ya que pueden reforzar o moderar las ventajas 
estructurales de la fuerza política dominante.

La experiencia comparada muestra que las reformas 
electorales pueden desempeñar un papel relevante en 
procesos de concentración gradual del poder político. 
Como han señalado Levitsky y Ziblatt (2018), los líderes 
electos democráticamente pueden modificar instituciones 
clave para fortalecer su posición dentro del sistema polí-
tico. De manera similar, diversos estudios recientes han 

documentado procesos de autocratización gradual donde 
los gobiernos impulsan cambios legales que alteran el 
equilibrio institucional sin romper formalmente con el 
orden democrático (Lührmann y Lindberg, 2019; Boese 
et al., 2022).

Desde una perspectiva más amplia, las deliberacio-
nes recientes sobre reformas electorales suelen refle-
jar tensiones estructurales entre competencia política, 
representación y concentración del poder. Las reglas 
electorales definen no sólo la forma en que se asignan los 
escaños legislativos, sino también los incentivos estra-
tégicos de los actores políticos y las condiciones bajo 
las cuales se desarrolla la competencia partidista. Por 
esta razón, cualquier modificación al sistema electoral 
debe evaluarse en términos de eficiencia administrativa o 
reducción de costos institucionales, pero también en fun-
ción de sus efectos sobre el equilibrio del sistema político 
y la representación democrática.

La reflexión sobre la representación proporcional y las 
posibles reformas al sistema electoral mexicano remite 
a un problema más profundo de diseño institucional. 
La ingeniería constitucional consiste precisamente en el 
conjunto de decisiones institucionales que configuran las 
reglas del juego democrático y orientan los incentivos de 
los actores políticos (Sartori, 1994). Los sistemas elec-
torales forman parte central de esa arquitectura insti-
tucional, pues determinan cómo se traduce la voluntad 
ciudadana en representación política y cómo se estructu-
ran las relaciones de poder dentro del sistema de parti-
dos. Desde esta perspectiva, cualquier reforma electoral 
no sólo modifica procedimientos técnicos, sino también 
redefine el equilibrio entre representación, competencia y 
poder que sostiene el funcionamiento de la democracia.




